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Sánchez Ramos, Juez Ponente 
 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

 Mediante el recurso de referencia, se pretende apelar de una 

denominada “Sentencia”; no obstante, al emitirse la misma, 

quedaba ante la consideración del Tribunal de Primera Instancia 

(“TPI”) unas reclamaciones que no habían sido adjudicadas (por 

ejemplo, demandas contra co-parte y demandas contra terceros).  

La “Sentencia”, por tanto, solo podía ser parcial, al quedar 

reclamaciones por adjudicar y, al no haberse consignado el 

lenguaje reglamentario pertinente, dicha “Sentencia” tampoco es 

final y, por tanto, no es apelable.  Al tratarse de una resolución 

interlocutoria, acogemos el recurso de referencia como una 

petición de certiorari.1  Como explicaremos en mayor detalle a 

continuación, como la resolución recurrida no es ejecutable ni 

afecta los derechos de las partes, y como su único efecto práctico 

                                                 
1 Acogemos la “apelación” instada por los peticionarios como un recurso de certiorari 
(aunque, por conveniencia administrativa, se mantenga la clasificación alfanumérica 
asignada inicialmente al recurso), Asociación de Propietarios v. Santa Barbara Co., 112 
DPR 33, 40 (1982), Magriz v. Empresas Nativas PR, 143 DPR 63, 73 (1997). 
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es anticipar cómo el TPI adjudicará ciertas reclamaciones cuando, 

oportunamente, emita una sentencia, momento en el cual las 

partes afectadas podrán instar la apelación correspondiente, 

denegamos expedir el auto solicitado.  

I.  

 Según se alega en la demanda de referencia, en septiembre 

de 2013, Gelishevi Food Products, Inc.2 (“GFP”), solicitó y obtuvo 

de Westernbank de Puerto Rico, una línea de crédito por la 

cantidad de $800,000.00.  Se alega que, a tales fines, suscribió un 

contrato de préstamo y un pagaré operacional por dicha cantidad y 

que, además, suscribió dos pagarés hipotecarios, por las 

cantidades de $466,900.00 y $333,100.00.  Los inmuebles objeto 

de estas hipotecas son dos terrenos localizados en el municipio de 

Gurabo, de 1,275.29953 y 910.00 metros cuadrados 

respectivamente.  Se alegó que, actualmente, el Banco Popular es 

el tenedor de los referidos pagarés, por endoso legal de la FDIC.  

En conexión con las referidas transacciones, se alegó que 

comparecieron como deudores solidarios todos los accionistas de 

GFP, así como los cónyuges de algunos de éstos, junto a las 

respectivas sociedades de gananciales.  

 Alegando el incumplimiento con los pagos dispuestos en el 

contrato de préstamo, el 31 de octubre de 2013, Banco Popular de 

Puerto Rico, Inc. (“Banco Popular”) presentó una demanda de 

cobro de dinero y ejecución de hipoteca  contra GFP y contra quien 

alegó eran los deudores solidarios -- Gerardo Santos Torres, su 

esposa Blanca L. Muñoz Maldonado y la Sociedad legal de 

Gananciales que componen; Ligia E. Santos Torres; Ida V. Santos 

Torres, su esposo, Marlon Torres Gómez y la Sociedad legal de 

Gananciales que componen; la sucesión de Sheida Liz Santos 

Torres, compuesta por Gerardo y Gustavo, ambos de apellidos 

                                                 
2 Corporación disuelta en abril 2014.  Véase el anejo 30, pág. 209 del recurso presentado. 
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Rosario Santos, junto a Félix D. Rosario Merced, como cónyuge 

supérstite y en su carácter personal.3   

En síntesis, se alegó que los demandados adeudan, 

solidariamente, la suma de $400,784.20 de principal, y que la 

misma era líquida, vencida y exigible.  Además, se reclamó el pago 

de los intereses acumulados sobre el principal, recargos y 

$80,000.00 para costas y honorarios de abogado.  Se alegó que el 

Banco Popular era el tenedor de los pagarés hipotecarios que 

garantizan las referidas sumas.  Se solicitó al TPI que condenara a 

los demandados a pagar, solidariamente, las sumas reclamadas y 

que, de no ser satisfechas dichas sumas, se ordene la venta en 

pública subasta de los inmuebles hipotecados con el fin de saldar 

o amortizar lo adeudado. 

 En enero de 2014, el codemandado, Félix D. Rosario Merced, 

como codemandado y, además, como padre con patria potestad de 

Gerardo y Gustavo Rosario Santos, menores de edad (al momento 

de presentarse la demanda), contestó la demanda.  Solicitó al TPI 

que designara un defensor judicial para sus hijos, también 

codemandados, planteando que se proponía demandar en cobro de 

dinero a todos los accionistas de GFP, lo cual representaría un 

potencial conflicto entre sus intereses y los de sus hijos, quienes 

son accionistas de GFP.   

 Por su parte, en febrero de 2014, la codemandada GFP 

presentó su contestación a la demanda.  Ese mismo día, otros 

demandados (accionistas mayoritarios de GFP y los cónyuges de 

algunos de estos4, en conjunto “Accionistas Mayoritarios”) 

presentaron su contestación a la demanda.  En estas 

contestaciones, GFP y los Accionistas Mayoritarios (“Grupo GFP”) 

                                                 
3 La demanda original fue enmendada en tres (3) ocasiones. Véase anejos 3, 8 y 20 del 
recurso presentado. Además, se incluyó a Estados Unidos de América como demandado, 
debido a que surge del registro una anotación de embargo federal. Véase  el anejo 1, pág. 
3, del recurso presentado. 
4 Gerardo Santos Torres, su esposa Blanca L. Muñoz Maldonado y la Sociedad Legal de 
gananciales que componen; Ligia E. Santos Torres; Ida V. Santos Torres, su esposo, 
Marlon Torres Gómez y la Sociedad legal de Gananciales que componen. 
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reconocen y aceptan la existencia de la deuda con el Banco 

Popular, mas no así la suma reclamada.  Además, reconocen y 

admiten el impago de las obligaciones que el Banco Popular 

reclama en el caso de referencia. 

De igual forma, el Grupo GFP incluyó, en sus respectivas 

contestaciones, unas reconvenciones contra el Banco Popular, 

por daños, así como unas demandas de coparte contra el 

codemandado, Félix Daniel Rosario Merced (“Rosario”); además, 

instaron demanda contra tercero, incluyendo así como tercero 

demandado a Transporte Rosario, Inc. (“Transporte”).  En síntesis, 

alegaron que, conforme un acuerdo “verbal”, Rosario y Transporte 

se habían comprometido a realizar los pagos reclamados por el 

Banco Popular a dicha institución directamente.  Reclamaron de 

Rosario y Transporte la suma de $500,000.00 como compensación 

por los daños causados.5 

Por otra parte, en las reconvenciones contra el Banco 

Popular, el Grupo GFP reclamó que dicha institución realizó actos 

dirigidos a beneficiar a Rosario y Transporte.  Por tal razón, 

reclamaron del Banco Popular la suma de $200,000.00 por los 

daños que ello les provocó. 

Luego de varios incidentes procesales, el 7 de marzo de 

2016, el Banco Popular presentó una “Moción en Solicitud de 

Sentencia Sumaria”.  El 12 de abril de 2016, Rosario presentó una 

escueta contestación a la Moción de Sentencia Sumaria, 

allanándose a la misma.  Por su parte, GFP, el 22 de abril de 2016, 

presentó una solicitud de prórroga para someter su oposición a la 

misma.  A tales efectos, el tribunal sentenciador dictó una orden 

en la que le concedió hasta el 20 de junio de 2016 para presentar 

                                                 
5 Posteriormente, mediante las respectivas enmiendas presentadas por el Grupo GFP, se 
cambió el nombre del  tercero demandado (Transporte),  a TG Crome Corp. 
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la misma.  El 23 de junio de 2016, los Accionistas Mayoritarios 

presentaron su oposición.  

Mediante “Sentencia” notificada el 13 de julio 2016, el TPI 

declaró con lugar la demanda presentada por Banco Popular y 

desestimó las reconvenciones presentadas contra dicha parte.  No 

obstante, la “sentencia” dictada no dispuso sobre, ni hace 

referencia alguna a, las reclamaciones instadas contra el tercero 

demandado (Transporte o TG Crome Corp.) o las reclamaciones de 

coparte presentadas por los Accionistas Mayoritarios contra 

Rosario.  Tampoco concluye, expresamente, que no existe razón 

para posponer que se dicte sentencia en relación con lo 

“adjudicado” hasta la resolución total del pleito, según lo 

contempla la regla 42.3 de las Reglas de Procedimiento Civil de 

2009, 32 LPRA Ap. V, R. 42.3, cuando se pretende impartir 

finalidad a una sentencia parcial. 

Oportunamente, los Accionistas Mayoritarios presentaron el 

recurso de epígrafe, el cual denominaron como una “Apelación”. 

II. 

Una sentencia es la determinación del tribunal que resuelve 

en definitiva una “cuestión litigiosa”. Regla 42.1 de las Reglas de 

Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 42.1.  La sentencia 

es final cuando se adjudican las controversias habidas en el litigio 

y se determinan los derechos de las partes, en forma tal que no 

quede pendiente nada más que la ejecución de la sentencia.  

García Morales v. Padró Hernández, 165 DPR 324 (2005); First 

Federal Savings Bank v. Nazario González, 138 DPR 872 (1995); 

Falcón Padilla v. Maldonado Quirós, 138 DPR 983 (1995).  

En cambio, una resolución es el dictamen que "[…] adjudica 

un incidente respecto al procedimiento o a los derechos y 

obligaciones de algún litigante o en cuanto a algún aspecto de la 

reclamación o reclamaciones que se dilucidan en el proceso [...]" 
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García Morales v. Padró Hernández, supra, en la pág. 332.  Así lo 

dispone la Regla 42.1 de Procedimiento Civil, supra, al referirse al 

término “resolución” como "[…] cualquier dictamen que pone fin a 

un incidente dentro del proceso judicial […]". Reglas de 

Procedimiento Civil de 2009, supra, R. 42.1.  

Ahora bien, en lo que concierne a las sentencias parciales, la 

Regla 42.3 provee para que cuando un pleito “[…] comprenda más 

de una reclamación[…] o figuren en él partes múltiples […]”, el 

tribunal pueda “dictar sentencia final en cuanto a una o más de 

las reclamaciones o partes sin disponer de la totalidad del pleito”. 

Reglas de Procedimiento Civil de 2009, supra, R. 42.3.  No 

obstante, para que se entienda que el tribunal ha dictado una 

sentencia parcial final, en la misma debe: (1) concluirse 

expresamente que no existe razón para posponer que se dicte 

sentencia en relación con esa parte o reclamación hasta la 

resolución total del pleito; y (2) ordenarse expresamente que se 

registre la sentencia. Íd.  Véase además Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 95 (2008).  

Por lo tanto, cuando un tribunal dicta una sentencia parcial, 

y no cumple con la precitada regla, la sentencia no es apelable, 

porque no adviene final.  En tal caso, la “sentencia” realmente es 

una “resolución que solo puede ser revisada mediante un recurso 

de certiorari”. García Morales v. Padró Hernández, supra, págs. 

334-335; véase también Rodríguez Medina v. Mehne, 168 DPR 570, 

577 (2006); Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, 175 DPR a 

la pág. 95.  Por lo tanto, no es el nombre, o la denominación del 

dictamen, lo que determina si el dictamen que se revisa es una 

resolución o una sentencia. A.R.PE. v. Coordinadora, 165 DPR 850 

(2005). 

Por su parte, el artículo 4.006(a) de la Ley Núm. 201-2003, 

conocida como Ley de la Judicatura de Puerto Rico de 2003, 
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dispone que este Tribunal solo puede revisar, mediante recurso de 

apelación, las sentencias finales dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia.  Por el contrario, el acápite (b) del citado 

artículo, dispone, que las resoluciones y órdenes del Tribunal de 

Primera Instancia están sujetas a revisión por este Tribunal 

mediante el recurso del certiorari.   

III. 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009); García Morales v. Padró Hernández, 165 DPR 324, 

334 (2005).   

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII–B, R. 40, establece los criterios a examinar para 

ejercer nuestra discreción.  La referida regla dispone lo siguiente:   

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 
al determinar la expedición de un auto de [certiorari] o de 
una orden de mostrar causa:     

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.    

 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.    

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.    
 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.    

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.    

 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.    

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 40. 
 

 Los foros apelativos no deben intervenir con el ejercicio de 

discreción de los foros de primera instancia, salvo que se 
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demuestre abuso de discreción, o algún error de derecho. García v. 

Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005). 

IV. 

En este caso, la denominada “sentencia”, de la cual se 

pretende apelar aquí, es parcial, pues dejó sin adjudicar varias 

reclamaciones que el TPI tenía ante sí – por ejemplo, las 

reclamaciones de co-parte contra Rosario y las demandas de 

tercero contra Transporte.  No está claro tampoco, del récord ante 

nosotros, qué sucedió con la reclamación del Banco Popular contra 

Gerardo y Gustavo Rosario Santos.   

Por su parte, esta “sentencia” parcial no es final porque no 

se cumplió con lo dispuesto en la Regla 42.3, supra, para que una 

sentencia parcial pueda considerarse como final y, por tanto, 

apelable.  Específicamente, no se concluye, expresamente, que no 

existe razón para posponer que se dicte sentencia en relación con 

esas partes o reclamación hasta la resolución total del pleito.  Al 

no haber adquirido finalidad, la “sentencia” de la cual se pretendió 

apelar, realmente, no es apelable.  

No obstante, acogemos el recurso presentado como una 

petición de certiorari.  Así considerado, denegamos la expedición 

del auto solicitado.  Ello porque esta no es la etapa más propicia 

para adjudicar los argumentos de los peticionarios y su 

consideración ahora provocaría un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación innecesaria en su resolución definitiva.  

Adviértase que, una vez el TPI emita una sentencia final, apelable, 

los aquí peticionarios tendrán la oportunidad de apelar de la 

misma, y es en dicha etapa que este Tribunal debe considerar los 

argumentos de los peticionarios.  Pesa en nuestro ánimo, además, 

que los derechos de los peticionarios todavía no se han visto 

afectados, pues la “sentencia” emitida, al no ser final ni apelable, 

no es tampoco ejecutable, por lo que los peticionarios todavía no 
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pueden ser objeto de acciones dirigidas a hacer valer lo dispuesto 

en la resolución de la cual se recurre.  

V. 

Por los fundamentos antes expuestos, acogido el recurso de 

referencia como una petición de certiorari, se deniega la expedición 

del auto de certiorari.  

 Lo acuerda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                            Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


